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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 22 de 
abril de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 123/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 20 de marzo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1 y Dña. yyy2, debido a los daños y perjuicios sufridos por su hijo al no 
recibir una atención educativa adecuada.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 26 de marzo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 123/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 7 de noviembre de 2025 D. yyy1 y Dña. yyy2, en nombre 

y representación de su hijo yyy3, presentan una solicitud de indemnización por 
los perjuicios sufridos por el menor al no recibir una atención educativa 
adecuada en el CEIP ccc1 de xxx1. Reclaman una indemnización de 15.000 
euros. 

 
Acompañan certificado de apoderamiento, escritos de reclamación al 

CEIP y a la Dirección Provincial de Educación, contestación de esta última, 
historial académico del menor, informe por traslado de centro, solicitud de 
admisión en otro centro educativo por procedimiento extraordinario, informe 
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de revisión de la unidad infanto-juvenil de fecha 11 de marzo de 2025, 
calificaciones del alumno en los dos centros y ocho recibos de un centro de 
terapia privado. 

 
Segundo.- El 18 de noviembre la instructora solicita subsanación a los 

reclamantes para que aporten el libro de familia o documento que acredite el 
parentesco con el menor. El 9 de diciembre siguiente los reclamantes aportan 
la documentación solicitada. 

 
Tercero.- El 12 de diciembre la instructora solicita informe a la dirección 

del CEIP y al Área de Inspección Educativa de la Dirección Provincial de Educación 
de xxx2. 

 
Cuarto.- El 17 de diciembre de 2025 el Área de Inspección Educativa 

emite informe en el que se incluye el informe del director del CEIP. 
 
Quinto.- El 13 de enero de 2026 se dicta acuerdo sobre la práctica de 

la prueba propuesta.  
 
Sexto.- El 14 de enero siguiente se concede trámite de audiencia a los 

interesados, quienes solicitan determinada documentación el 16 de febrero. El 
19 de febrero de 2026 presentan alegaciones.  

 
Séptimo.- El 27 de febrero de 2026 se formula propuesta de orden 

desestimatoria de la reclamación. 
 
Octavo.- El 12 de marzo de 2026 la Asesoría Jurídica informa 

favorablemente la propuesta de orden. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
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Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por personas legitimadas, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC, y está acreditada la representación. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde a la consejera 
de Educación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, 
de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla 
y León, en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC. 

 
La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de 
forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo y a la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado y de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
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público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
De acuerdo con lo expuesto, es necesario realizar una valoración 

individualizada de cada supuesto en concreto, de manera que permita apreciar 
si el daño alegado es imputable a la actividad administrativa desarrollada o 
bien concurren factores que hacen quebrar la relación de causalidad precisa 
para declarar la responsabilidad administrativa.  

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal 
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen 
de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de 
la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, se trata de dilucidar si los perjuicios 

por los que se reclama han sido consecuencia del funcionamiento del servicio 
público y, en consecuencia, deben ser reparados o resarcidos por la 
Administración a través del instituto de la responsabilidad patrimonial.  

 
A) En el presente caso, quienes reclaman son los padres de un alumno 

de segundo curso de Educación Primaria, por la supuesta omisión de una 
atención educativa adecuada en el centro público al que asistía. Exponen que 
durante el curso escolar 2024-2025 el menor fue objeto de un trato vejatorio, 
despreciativo y de maltrato psicológico por parte del tutor -quien impartía la 
mayor parte de asignaturas-, ignorando además sus necesidades educativas 
especiales al negarle los apoyos y recursos necesarios para su correcto 
aprendizaje. Señalan que pusieron esta situación en conocimiento de la 
dirección del centro solicitando su intervención urgente para garantizar el 
bienestar psicológico y educativo del menor; y que, al no obtener respuesta 
satisfactoria por parte de la dirección del centro, presentaron una queja formal 
ante la Inspección Educativa de la Dirección Provincial de Educación en la que 
expusieron detalladamente los hechos y solicitaban su intervención. 

 
Indican que ni la dirección del centro ni la Inspección Educativa 

adoptaron ninguna medida efectiva para poner fin a dicha situación, limitándose 
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a minimizar los hechos y a negar el acceso a la información y documentación 
sobre las actuaciones que, supuestamente, habrían realizado. 

 
Afirman que, como consecuencia de esa situación, el menor ha sufrido 

un grave deterioro psicológico que ha sido documentado mediante informe de 
fecha 11 de marzo de 2025, emitido por psicólogo, en el que se acredita que 
padece trastorno adaptativo con alteraciones emocionales y comportamentales, 
aparte de una discapacidad intelectual leve que ya padecía pero que por ello 
necesitaba una atención pedagógica especial que se le negó y que agrava y 
retarda su evolución, derivado directamente del trato recibido en el centro 
educativo. 

 
Señalan que, ante la inacción del CEIP y la Inspección, lograron el 

cambio de centro educativo del menor y afirman que los daños educativos son 
evidentes, al haberse producido una merma considerable en su rendimiento 
académico, como se puede comprobar comparando sus calificaciones de inicio 
de curso y del final del mismo en el nuevo CEIP así como el rechazo que 
manifestó a acudir al centro educativo ccc1 por la situación que estaba 
padeciendo. 

 
Consideran que existe un daño o perjuicio efectivo, evaluable 

económicamente e individualizado, de naturaleza psicológica y educativa 
sufrido por el menor, acreditado mediante los informes médicos y académicos 
que aportan (adjuntan el informe de 11 de marzo de 2025 y los boletines de 
calificaciones de los dos centros). 

 
Reclaman como indemnización 15.000 euros: 5.000 euros por daño 

moral y psicológico, valorado en función del sufrimiento padecido, la edad del 
menor, y la duración del daño; 5.000 euros por daño educativo, teniendo en 
cuenta el perjuicio académico ocasionado y las posibles consecuencias futuras 
en su formación, y 5.000 euros por gastos médicos, educativos y psicológicos. 

 
B) Por su parte, la Administración educativa expone lo siguiente: “Los 

padres del alumno centran su reclamación en dos aspectos, en primer lugar 
en el supuesto trato vejatorio, despreciativo y maltrato psicológico del tutor 
del segundo curso de Educación Primaria del CEIP ccc1 de xxx1 hacia su hijo 
y en segundo lugar, en la falta de adaptación curricular del menor al tratarse 
de un alumno con necesidades educativas especiales, ante esta situación los 
padres pusieron los hechos en conocimiento tanto de la Dirección del centro 
escolar como de Inspección Educativa de la Dirección Provincial de Educación 
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de xxx2 alegando que no se tomaron por ninguna de las dos entidades medida 
alguna al respecto”.  

 
En cuanto al daño psicológico sufrido por el menor (que los reclamantes 

pretenden acreditar con el informe de fecha 11 de marzo de 2025 que aportan), 
la Administración educativa indica que “yyy3 acude a la unidad de salud mental 
infanto-juvenil desde el 29 de abril de 2024 por problemas de comportamiento, 
donde ya fue diagnosticado el 12 de septiembre del 2024 con la discapacidad 
intelectual leve. En dicho diagnóstico se dice: “En base a los resultados 
obtenidos a través de las pruebas realizadas, se observan limitaciones 
significativas tanto en el funcionamiento intelectual como en el 
comportamiento adaptativo, afectando a los dominios conceptual, social y 
práctico. Esto fue confirmado en el informe psicopedagógico realizado por la 
orientadora del centro educativo de fecha 27 de septiembre de 2024. Por 
consiguiente, no se produce una variación en las características personales de 
yyy3. Lo que sí dice la Dra. (…), psicóloga del equipo de salud mental, es que 
las alteraciones comportamentales y emocionales de yyy3 se han ido 
agravando desde el inicio del curso (2024-2025) debido, según dicen los 
padres, a desavenencias con un profesor”. 

 
En cuanto a los daños educativos del menor, la Administración señala 

lo siguiente: “Se dice que los `daños educativos´ son evidentes basando esta 
afirmación en la diferencia entre calificaciones del comienzo y final de curso. 
Hay que señalar que las calificaciones en el nuevo centro educativo CEIP ccc2 
corresponden a la tercera evaluación solamente, puesto que la primera y 
segunda evaluación se cursó en el centro de origen, CEIP ccc1. Se puede 
comprobar que las calificaciones de la tercera evaluación con respecto a las 
dos anteriores son muy semejantes, incluso inferiores en alguna de las áreas 
como en Ciencias de la Naturaleza o Educación Física. (…). Es importante 
indicar que el apoyo que recibió yyyy en el nuevo centro por parte del maestro 
de Pedagogía Terapéutica fue de dos horas semanales, idéntico al que recibía 
en el centro de origen”. 

 
En cuanto a la inactividad de la Administración a la que aluden los 

reclamantes para determinar su responsabilidad, la Administración indica lo 
siguiente:  

 
“Dicen que ni el tutor, ni la dirección del centro, ni el inspector 

hicieron nada al respecto. Se adjunta la relación de episodios en los que la 
dirección, la orientadora, el maestro de apoyo y el inspector durante el primer 
trimestre, han intervenido con relación a la búsqueda de la mejor atención 
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posible al menor, teniendo en cuenta, entre otras cosas, las quejas de los 
progenitores. Fundamentalmente, se han centrado en ayudar al tutor en su 
trato y en proporcionar metodologías didácticas y de evaluación para con (…), 
dadas sus características de discapacidad intelectual leve y alteraciones de 
conducta (Doc. 1). Se adjuntan en documento aparte una relación de 
intervenciones de la inspección sobre el desempeño del profesor tutor (…) en 
el mismo sentido (Doc. 2), así como de la orientadora del Equipo de 
Orientación (Doc.3). En esta última se puede comprobar que incluso no ha 
habido ningún problema en colaborar con el gabinete psicopedagógico privado 
al que los padres de yyy3, como muchas familias con hijos con problemas, 
enviaban a su hijo. Como se ha citado anteriormente, buscando siempre la 
mejor atención posible al menor. 

 
»Se ha producido una relación constante con los padres en el 

seguimiento de las circunstancias en torno a la escolarización de yyy3. Se 
resumen a continuación (…). 

 
»En todas ellas se evidencia que el desempeño del citado tutor 

en su labor docente era un tanto insatisfactoria en su competencia profesional 
referida a la atención a alumnos con dificultades intelectuales y de 
comportamiento, algo que debía mejorar. Esto se fue produciendo en el 
transcurso de las semanas, aunque no suficientemente, desde el punto de 
vista de los padres (…). 

 
»Se insiste en que se han ignorado sus necesidades educativas 

especiales, negándole los apoyos y recursos necesarios para su correcto 
aprendizaje. Hay que señalar que desde el comienzo del curso 2024-2025 se 
hizo un seguimiento preferente del menor, con la intervención de la 
orientadora del equipo de orientación educativa y psicopedagógica (…). Esto 
se refleja en la elaboración de un informe de evaluación psicopedagógica 
concluido el 27 de septiembre de 2024. (Doc. 4). Ya en el curso anterior, 2023-
2024 y ante el retraso madurativo que yyy3 presentaba, desde el primer 
trimestre del curso se le incluyó en los planes de apoyo del centro -apoyo 
dentro y fuera del aula por parte del profesorado del nivel (1º de Primaria), 
asistencia al taller de lectoescritura los miércoles por la tarde, atención 
personalizada en el aula y adaptación de los materiales de trabajo en las áreas 
de lengua y matemáticas-. El PT y el tutor, tuvieron reuniones periódicas para 
coordinarse sobre el trabajo y hacer seguimiento de yyy3. Ver lo informes 
elaborados trimestralmente por el PT (…)”. 
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Y en cuanto a la afirmación de los reclamantes de que fueron ellos los 
que lograron el cambio de centro educativo, la Administración señala al 
respecto que el cambio de centro debe ser solicitado por los progenitores y 
autorizado o no por el director provincial en función del informe favorable o 
desfavorable de la inspección educativa. Por lo que el informe del inspector 
que había llevado el caso fue favorable al mismo en atención al bien del menor, 
puesto que “era evidente que el alumno no estaba a gusto con el tutor que le 
había tocado en el CEIP ccc1. Al no ser posible su cambio, como se ha citado 
anteriormente, la única posibilidad de tener un nuevo tutor o tutora que podría 
mejorar la relación con yyy3 era en un nuevo centro, algo que ya les indiqué 
a los padres en mi entrevista con ellos de 14 de enero”. 

 
C) Expuesto todo anterior, procede comenzar recordando lo indicado en 

la consideración jurídica anterior, esto es, que la acreditación del daño efectivo 
es el primer requisito para que pueda tener lugar una posible responsabilidad 
patrimonial: no son los hechos constatados en sí mismos o por sí solos -que 
podrían dar lugar en su caso a otro tipo de responsabilidad-, sino la 
acreditación del daño derivado de esos hechos constatados. Y, de acuerdo con 
lo señalado en la misma consideración, la carga de la prueba corresponde a 
quien la alega. 

 
En este sentido, los reclamantes refieren daño moral y psicológico del 

menor por el sufrimiento que ha padecido; daño educativo por el perjuicio 
académico ocasionado; y gastos médicos, educativos y psicológicos por 
consultas y tratamientos que se han realizado y que es previsible que se realicen 
en el futuro. 

 
En cuanto a los daños morales sufridos por el menor, a la vista de la 

documentación obrante en el expediente se constata que el único informe que 
aportan los reclamantes es el de fecha 11 de marzo de 2025. Una vez leído el 
mismo (página 27 del expediente), no se puede sino corroborar lo que se indica 
en la propuesta de resolución. El informe se limita a señalar, en el apartado 
“historia clínica”, que el menor “se encuentra en seguimiento con psicología (…) 
en el Equipo de Salud Mental Infanto-juvenil desde abril de 2024, y está 
diagnosticado de discapacidad intelectual leve. Es remitido a psiquiatría para 
valoración de posible tratamiento farmacológico por alteraciones 
comportamentales y emocionales que se han ido agravando desde el inicio de 
este curso y, que los padres describen reactivas a desavenencias con un 
profesor”. Y la propuesta de orden indica que en el informe se afirma, por una 
parte, “que el alumno se encuentra en seguimiento con psicología en el equipo 
de salud mental infanto-juvenil desde abril de 2024, es decir con anterioridad 
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al comienzo del curso educativo en el que supuestamente tienen lugar los 
daños sufridos por el menor como consecuencia de la actuación de su tutor”; 
y, por otra parte, que el alumno está diagnosticado de discapacidad intelectual 
leve siendo remitido a psiquiatría para valoración de posible tratamiento 
farmacológico por alteraciones de comportamiento y emocionales, afirmando 
que según los padres se han agravado desde el inicio del curso por 
desavenencias con un profesor, por tanto dicho informe hace alusión al origen 
que consideran los padres del diagnóstico, origen que no es constatado desde 
el centro médico (…)”. 

 
Es por ello que, pese a lo que indican los reclamantes en el trámite de 

audiencia (“Esta parte asume su carga de acreditación y, precisamente por 
ello, solicita que se incorpore y se valore como documental/pericial de parte la 
documentación clínica y psicológica que se acompañó, interesando que se 
examine su contenido sobre diagnóstico, evolución, afectación funcional, 
necesidad de tratamiento y juicio de causalidadʺ), lo cierto es que la 
documentación que aportan no acredita los extremos que pretenden. Por una 
parte, el motivo de la consulta es una revisión ordinaria del seguimiento que 
en esa unidad se está llevando a cabo con el menor y, por otra, no consta en 
el documento que en esa visita se haga una exploración o evaluación al menor, 
sino que se limita a recoger lo que dicen los padres.  

 
El hecho, además, de no aportar informes previos, bien de diagnóstico 

original o bien de revisión, impide que se pueda deducir si ha habido o no ese 
empeoramiento o modificación en el diagnóstico o en el tratamiento.  

 
Respecto a los daños educativos, los reclamantes basan estos en las 

calificaciones del menor en uno y otro centro. Sin embargo, de la 
documentación obrante en el expediente se desprende que las calificaciones 
del alumno a lo largo de curso 2024/2025 son muy semejantes, siendo 
cursados los dos primeros trimestres en el CEIP ccc1 y el último trimestre en 
el CEIP ccc2 y que incluso son algo inferiores en el último centro educativo en 
áreas como Ciencias de la Naturaleza o Educación Física, por lo que no hay 
evidencia de los daños educativos alegados.  

 
En cuanto a los recibos del centro de terapia en el centro privado, ha 

de indicarse que un recibo por sí solo, sin un informe psicopedagógico acerca 
del motivo de la intervención específica, solo demuestra un gasto efectuado en 
ese centro, pero no puede considerarse como prueba que avale la acreditación 
de daño alguno. 
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Por todo lo anteriormente expuesto, no puede considerarse acreditado 
el daño.  

 
Por último, ha de señalarse que de la documentación obrante en el 

expediente se extrae que tanto el centro escolar como el Área de Inspección 
Educativa de la Dirección Provincial de Educación de xxx2 actuaron con la 
diligencia exigible, respetando y ejecutando en todo momento la normativa 
aplicable y adoptando las medidas que se consideraron pertinentes, aunque 
no fueran exactamente las exigidas por los reclamantes. Por lo que no existiría 
el nexo de causalidad alegado y derivado de la inactividad de la Administración.  

 
Conforme a cuanto antecede, teniendo en cuenta todos los datos y 

consideraciones recogidos en los informes obrantes en el expediente, puede 
concluirse que no ha quedado acreditada la responsabilidad patrimonial de la 
Administración educativa solicitada por los reclamantes, por lo que la reclamación 
debe desestimarse  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyy1 y Dña. yyy2, debido a los daños y perjuicios sufridos 
por su hijo al no recibir una atención educativa adecuada. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


